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Vistos los Hechos y Fundamentos de Derecho expuestos
y demás de general aplicación, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Publicar los listados del personal admitido y excluido de
las ayudas con cargo al Fondo de Acción Social, ejercicio 2002,
en la modalidad de «Protésica y Odontológica», con indicación
de las causas de exclusión, así como las cantidades conce-
didas, en su caso, que a tales efectos quedarán expuestos
en la Delegación Provincial de la Consejería de Justicia y Admi-
nistración Pública de Sevilla.

Las solicitudes a que se refiere esta Resolución son las
correspondientes a personal de servicios periféricos en la pro-
vincia de Sevilla, y que han tenido entrada con toda la docu-
mentación requerida durante los meses de junio y julio de
2002.

Contra lo establecido en la presente Resolución, que agota
la vía administrativa, el personal funcionario y no laboral puede
interponer recurso de reposición, con carácter potestativo, en
el plazo de un mes, a contar desde el día siguiente al de
su publicación, de acuerdo con los artículos 116 y 117 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de la Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, o recurso contencioso-administrativo, ante
el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo correspondiente,
en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al
de la publicación, de conformidad con lo establecido en el
artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

El personal laboral podrá interponer reclamación previa
a la vía judicial laboral en el plazo de un mes, conforme a
lo dispuesto en los artículos 120 y siguientes de la citada
Ley 30/1992 y 69 y siguientes del Real Decreto Legislati-
vo 2/1995, de 7 de abril, por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral.

Sevilla, 12 de septiembre de 2002.- La Delegada, Beatriz
Sainz-Pardo Prieto-Castro.

CORRECCION de errores de la Orden de 8 de
julio de 2002, por la que se integra en el régimen
laboral y se adscribe a determinado personal funcio-
nario del Grupo E que viene desempeñando puestos
de Conductor, y se modifica parcialmente la relación de
puestos de trabajo de la Administración General de
la Junta de Andalucía, correspondiente a las Conse-
jerías afectadas. (BOJA núm. 94, de 10.8.2002).

Publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
número 94, de 10 de agosto de 2002, la Orden de 8 de
julio de 2002 por la que se integra en el régimen laboral
y se adscribe a determinado personal funcionario del Grupo E
que viene desempeñando puestos de Conductor, y se modifica
parcialmente la relación de puestos de trabajo de la Admi-
nistración General de la Junta de Andalucía, correspondiente
a las Consejerías afectadas, debido a lo anterior, se han obser-
vado errores a cuya rectificación se procede mediante la pre-
sente corrección de errores:

Página 15.706. Artículo 1. Integración en el régimen labo-
ral. Suprimir: Bernal Pérez, Leonardo, DNI 31.490.654.

Página 15.706. Artículo 4. Adscripción del personal.
Suprimir: Bernal Pérez, Leonardo, Oficial 2.ª Conductor, código
8094210.

Sevilla, 13 de septiembre de 2002

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 25 de septiembre de 2002, por la
que se garantiza el funcionamiento del servicio público
que presta el personal laboral del Ayuntamiento de
Escacena del Campo (Huelva), mediante el estable-
cimiento de servicios mínimos.

Por la Delegada de Personal del Ayuntamiento de Esca-
cena del Campo (Huelva) ha sido convocada huelga desde
las 8,00 horas del día 1 de octubre de 2002, con carácter
de indefinida y que, en su caso, podrá afectar al personal
laboral del mencionado Ayuntamiento.

Si bien la Constitución, en su artículo 28.2, reconoce
a los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de
sus intereses, también contempla la regulación legal del esta-
blecimiento de garantías precisas para asegurar el manteni-
miento de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo
10 del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relacio-
nes de Trabajo, faculta a la Administración para, en los
supuestos de huelgas de empresa encargadas de servicios
públicos o de reconocida e inaplazable necesidad, acordar
las medidas necesarias a fin de asegurar el funcionamiento
de los servicios.

El Tribunal Constitucional, en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989, ha sentado la doctrina en
materia de huelga respecto a la fijación de tales servicios esen-
ciales de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente
por la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que el personal laboral del Ayuntamiento de Esca-
cena del Campo (Huelva) presta servicios esenciales para la
comunidad, tales como el suministro a la población de bienes
y servicios de primera necesidad, cuyas paralizaciones totales
por el ejercicio de la huelga convocada podrían afectar a bienes
y derechos fundamentales de los ciudadanos reconocidos y
protegidos en el Título Primero de nuestra Constitución, fun-
damentalmente los derechos a la vida, a la protección de la
salud, a un medio ambiente adecuado, a la seguridad, arts.
15, 43.1, 45.1 y 17.1, respectivamente. Por ello la Admi-
nistración se ve compelida a garantizar dichos servicios esen-
ciales mediante la fijación de servicios mínimos, determinán-
dose los mismos en el Anexo de esta Orden.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y habiendo sido esto último
posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos legales
aplicables, artículos 28.2, 15, 17.1, 43.1 y 45.1 de la Cons-
titución; artículo 10.2 del Real Decreto Ley 17/1977, de 4
de marzo; artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de An-
dalucía; Real Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuer-
do del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía de 5
de octubre de 1983, y la doctrina del Tribunal Constitucional
relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga que, en su caso, podrá
afectar al personal laboral del Ayuntamiento de Escacena del
Campo (Huelva), convocada desde las 8,00 horas del día
1 de octubre de 2002, con carácter de indefinida, deberá


